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La visión de un proceso de cambio político de la dictadura a la demo-
cracia, extremadamente consensuado, fácil y pacífico, ha sido cuestiona-
da en los últimos años. Una gran parte de las evidencias documentales, 
poco usadas o desconocidas hasta el momento, conectan la problemáti-
ca a ambos lados de un periodo inmerso en una elevada violencia cotidia-
na. Fruto de la acumulación de una gran tensión e incertidumbre política, 
económica y social desde finales de los años sesenta, prolongada hasta fina-
les de la década siguiente, España se convirtió en el país con mayor índi-
ce de violencia política después de Italia, con más setecientos muertos en 
menos de siete años.

La violencia desatada en este periodo tuvo varias consecuencias inme-
diatas: reforzó el papel del aparato de orden público como principal vehí-
culo de «acción preventiva» de la dictadura y prolongó las competencias de 
los tribunales militares en los delitos de terrorismo, llegando a condicionar 
el propio debate constitucional en la Transición. Estrategia de la desestabi-
lización, años de plomo, guerra sucia, represión... se defina de una manera 
o de otra, el empleo de la violencia, un ritual en la historia política españo-
la contemporánea, fue un factor presente y continuo, pero rara vez homo-
géneo, en todo el proceso. Los atentados y actos violentos de parte de la 
extrema izquierda y del nacionalismo radical, ciertamente, fueron determi-
nantes para que los más «ultras» apelasen una vez más al Ejército a interve-
nir en la vida pública. Pero los atentados, los secuestros, las detenciones, la 
acumulación de muertes y actos violentos, no se produjeron exclusivamen-
te para frenar la reforma política. Su trayectoria era anterior y afectaba a 
sectores de muy distinto signo, que incluía actores del propio franquismo.

La medida principal de la dictadura para salir del atolladero, como 
trata de mostrar este texto, pasó por intensificar los resortes del sistema 
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represivo como vía principal para garantizar la continuidad y evitar una 
solución militar extrema. Para ello, en su recta final, el franquismo trató de 
situar de nuevo la violencia dentro de su marco tradicional, a través de la 
jurisdicción militar y de otros resortes legales, fundamentalmente policia-
les. Pero la violencia impregnó al amplio espectro de la llamada «oposición 
antifranquista» y atravesó todos los debates sobre las distintas vías, no solo 
las específicamente nacionales o nacionalistas, al cambio político. Condi-
cionó las posturas y los traumas que se habían producido prácticamente 
desde la propia guerra civil y que las organizaciones del exilio se llevaron 
consigo. En el interior, alejada de aquellas lógicas, una nueva generación 
adoptaba una estética distinta. Siguiendo la radicalización de la izquierda 
europea que siguió al fracaso del mayo del 68 y al auge de los movimien-
tos de liberación nacional en plena descolonización, una buena parte se 
embarcó en la lucha armada, para atentar directamente contra la continui-
dad prevista por Franco y las personas que la simbolizaban.

En 1968, ETA cometió sus primeras acciones armadas con víctimas 
mortales. El 7 de junio moría un Guardia Civil en un control de tráfico 
tras un intercambio de disparos con militantes de la banda. El 2 de agos-
to de ese mismo año asesinó a tiros en el portal de su casa al jefe de poli-
cía de San Sebastián, el comisario Melitón Manzanas. Y el 20 de diciem-
bre de 1973, uno de sus comandos en Madrid colocó un coche bomba que 
acababa con la vida de Carrero Blanco. A lo largo de los meses siguien-
tes, su estrategia, tras una importante escisión, dio un salto radical, pasan-
do del atentado selectivo a una violencia masiva. Proceso que culminó el 
13 de septiembre de 1974 con el atentado de la cafetería Rolando en la 
calle Correo, muy cerca de la Dirección General de Seguridad de Madrid, 
que provocó trece muertos y ochenta heridos. El FRAP, procedente de los 
grupos del marxismo revolucionario, aglutinaba buena parte del amplio 
espectro a la izquierda del Partido Comunista, alcanzando una fuerte pre-
sencia en la Universidad y en el movimiento juvenil de oposición al fran-
quismo. Aunque estuvo involucrado en la muerte de un miembro de la 
Brigada Político Social en la manifestación del Primero de Mayo de 1973, 
no llegó a planificar y realizar sus primeros atentados mortales hasta 1975, 
fecha en la que la nueva dirección de ETA incrementó decididamente la 
escalada de atentados contra las fuerzas de orden público.

La aparición de un fenómeno como el terrorismo, con una serie de 
acciones muy violentas, espectaculares e imposibles de ocultar a la opinión 
pública, favoreció el endurecimiento final del Régimen. La respuesta fue 
mucho más allá de los grupos minoritarios que empleaban la lucha arma-
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da, afectando de lleno a toda la oposición antifranquista y especialmente a 
los grupos pequeños o grupúsculos juveniles que empleaban una violencia 
de baja intensidad que definían como «agitación armada», con un fuerte 
carácter simbólico y anticapitalista. Las grandes líneas de oposición políti-
ca al franquismo, a pesar de las divergencias de nacionalistas, socialistas y, 
especialmente del Partido Comunista, presente en el ámbito catalán a tra-
vés del PSUC, trataban de distanciarse de estos grupúsculos violentos y de 
acción directa. Tras el atentado contra Carrero Blanco, la estrategia de la 
oposición pasaba más que nunca por acelerar su salida de la clandestini-
dad y fijarse como bloque de oposición democrática. Sin embargo, para las 
autoridades franquistas, todos ellos formaban parte del mismo problema 
de orden público, y como tal había que atajarlo.

Todo el aparato del Estado fue dirigido contra la protesta social que 
se había instalado en el centro de la realidad española. Una conflictividad 
generalizada que desafiaba directamente el marco de derechos y deberes 
instituido por la dictadura y lo hacía a través de una dinámica reivindicati-
va que se situaba al margen de todos los repertorios de protesta violenta. El 
movimiento obrero y la universidad fueron los focos de un enfrentamien-
to que las autoridades franquistas trataron de solucionar incrementando 
las detenciones y la contundencia de las fuerzas de orden público, Policía 
Armada, Guardia Civil, antidisturbios, y la propia Brigada Político Social. 
La movilización tenía un amplio apoyo social porque iba dirigida contra 
los primeros efectos de la crisis económica, el encarecimiento de la vida y 
su impacto drástico en los espacios urbanos más deprimidos. Una presión 
popular que tuvo en el redescubrimiento de la calle su primera e impor-
tante victoria, desbordando el marco del poder local y provincial franquis-
ta e instando al poder central a intervenir. La respuesta fue la ilegalización 
en 1967 de Comisiones Obreras y en 1969 del Sindicato Democrático de 
Estudiantes, que había convertido prácticamente en permanente la agita-
ción universitaria.

A pesar de todos los esfuerzos del Régimen, la continuidad y el man-
tenimiento de la protesta social de los años setenta, favoreció el creci-
miento exponencial de la influencia de la oposición democrática. La con-
flictividad laboral siguió extendiéndose sectorialmente, especialmente en 
el mundo de los servicios públicos, con huelgas como la del Metro de 
Madrid, de julio de 1970, que adquirieron gran protagonismo y apoyo 
popular. La respuesta, esta vez, fue la intervención de la jurisdicción mili-
tar por desórdenes públicos y delitos contra la seguridad del Estado. El 
desbordamiento era absoluto. Solo en 1971, año que se aprobó la princi-
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pal reforma penal de todo el franquismo, fueron condenados 231 civiles 
por Consejos de Guerra.

Por último, en la conjunción de todos estos factores, asociados al proce-
so de modernización económica que vivía el país desde la década anterior, 
favorecieron la aparición de nuevos espacios de participación; una especie 
de «polis paralela» dentro del franquismo donde, especialmente, los gru-
pos juveniles iban a contactar con un amplio espectro de formas de socia-
lización distintas a las de sus padres, que iban desde el ocio, la sociedad de 
consumo a la contracultura. No iba a ser una tarea fácil mantenerla. El dia-
rio Madrid, símbolo de la apertura informativa, fue clausurado y su edificio 
significativamente volado. La revuelta estudiantil continuó e «importantes 
grupos de presión», comenzaron a incorporarse a las filas de la oposición a 
la dictadura, hasta el punto de provocar en 1972 la suspensión de la Junta 
del Colegio de Abogados de Madrid. En junio de ese mismo año, fueron 
detenidos los dirigentes de Comisiones Obreras, dando lugar al proceso 
1001 que comenzaba el 20 de diciembre de 1973, día en que se produjo el 
atentado contra Carrero Blanco. A pesar del miedo y la incertidumbre, la 
oposición sentía que el final del franquismo estaba cerca, ya no era una uto-
pía. El impacto de la Revolución de los claveles, del 24 de abril de 1974, que 
terminaba con la dictadura en Portugal, fue la clave emocional para ello. En 
julio de ese año se constituyó en París la Junta Democrática, formada por 
el PCE, el PSP, de Enrique Tierno Galván y el PTE. En mayo de 1975 se 
había formado la Plataforma Democrática formada por el PSOE, Izquierda 
Democrática Cristiana, PNV, ORT, UDC de Catalunya, MCE y Reagrupa-
miento Socialista de Catalunya. La estrategia de la ruptura democrática para 
poner fin a la dictadura era ya pública.

¿Cómo afrontar el desafío de esta nueva disidencia? Esta era, sin duda, 
y así lo percibieron sus propios protagonistas, la cuestión trascendental 
para la supervivencia del Régimen. El tan citado aperturismo económico, 
unido al fin de la autarquía, no tuvo nunca su traslación en el plano de los 
derechos y libertades, pues chocaba frontalmente con los principios fun-
damentales del Régimen. En juego estaba el desmantelamiento de la pro-
pia estructura que había levantado y sostenido durante décadas la propia 
dictadura militar. La respuesta fue aplicar el estado de excepción contra 
posibles actos violentos o terroristas, y restablecer el derecho militar con-
tra manifestaciones, huelgas o protestas pacíficas, dejando un balance de 
17 muertos en enfrentamientos con las fuerzas de orden público. Reapare-
cía de nuevo la jurisdicción militar como único marco de convivencia, su 
principal función desde la guerra civil. Sus orígenes y evolución, clave en 
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el sostenimiento de la dictadura, y su utilización en aquellos momentos de 
crisis e incertidumbre, en especial desde finales de los años sesenta, resul-
tan fundamentales para entender este proceso y su vertiente continuista, 
por lo que se explican con cierto detenimiento a continuación.

La defensa del papel político del Ejército apareció siempre como un 
factor clave en la continuidad de la dictadura. La fórmula prevista era 
hacer compatible su protagonismo con la modernización de la Adminis-
tración Pública. El mismo Carrero Blanco había planteado la necesidad 
de una reforma técnica que garantizara los principios fundamentales del 
Régimen. Este proyecto de desarrollar una administración civil del Estado 
que no fuera en detrimento del poder militar, en realidad puesto en mar-
cha a finales de los años cincuenta por López Rodó, entró de lleno en el 
terreno del orden público a través de tres medidas: la Ley de 30 de julio de 
1959, de Orden Público, el Decreto de Bandidaje y Terrorismo de 1960, y 
la creación del Tribunal de Orden Público en 1963. El edificio legal con-
tinuista quedó culminado en 1966 con la aprobación de la Ley Orgánica 
del Estado, que el propio Franco pidió que se refrendara públicamente.

Ocho años más tarde, Arias Navarro, declaraba en su Discurso del 12 
de febrero ante las Cortes, que ese era el único camino posible para acome-
ter las reformas. Arias, el primer civil en ocupar la presidencia de Gobier-
no en España desde la guerra civil, era también un jurídico militar. Para 
la mentalidad dominante en un cuerpo que no solo había participado en 
la represión, sino que la había diseñado y supervisado ampliamente, cuyos 
miembros seguían copando los puestos clave en los aparatos de seguri-
dad del Estado, el orden público era sinónimo de justicia militar. Era la 
causa sagrada por excelencia, la única capaz de garantizar el honor mili-
tar, la seguridad nacional y la defensa del Régimen al mismo tiempo. Y si 
algún aspecto había perfeccionado la dictadura a lo largo de su existencia, 
este había sido la integración de las funciones de orden público en el pro-
pio sistema represivo.

Nacido de la guerra, pero asentado y perfeccionado en la posguerra, 
siempre estuvo dirigido por el Ejército hasta erigirse en el elemento fun-
damental para el mantenimiento del Régimen. Tanto, que llegó a marcar 
uno de los hechos diferenciales más significativos del propio franquis-
mo. El totalitarismo italiano o alemán, «dictaduras civiles» de partido 
único, mantuvieron al Ejército separado del aparato de la represión. Por 
su parte, las dictaduras militares del Cono Sur habían pasado a militari-
zar directamente el orden público, aspecto que las alejaba significativa-
mente del modelo franquista. El orden público español estaba basado en 
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una estructura administrativa y territorial anterior a la guerra, centraliza-
da a imagen y semejanza del propio Ejército, cuya gestión estuvo siempre 
reservada a cuerpos militares específicos como la Guardia Civil y la Poli-
cía Armada.

El instrumento clave en el sistema de orden público franquista era la 
utilización de la jurisdicción militar. Desde la sublevación de julio de 1936, 
la justicia militar ocupó toda la esfera pública hasta clausurarla por el esta-
do de guerra. Una operación de maquillaje legal, a la que, desde un princi-
pio, fueron sumándose importantes órganos civiles con funciones penales: 
las denominadas jurisdicciones especiales. Dos fueron las más destaca-
das: la Ley de Responsabilidades Políticas de 1939 y la Ley para la Repre-
sión de la Masonería y el Comunismo de 1940. Acto seguido, se desplegó 
la extensa lista de normas de seguridad, especialmente la de 1941 y la de 
1943, que creaba en cada Región Militar un juzgado especial para los lla-
mados delitos políticos. Finalmente, se aprobó el primer Código de Justi-
cia Militar netamente franquista, el 17 de julio de 1945. Estos fueron los 
instrumentos jurídicos fundamentales, Código de Justicia Militar, leyes de 
seguridad y jurisdicciones especiales, utilizados hasta el final de la dictadu-
ra. A pesar de que la guerra civil se alejara en el tiempo, la justicia militar, 
se mantuvo, de manera inalterable, como órgano de resolución de los con-
flictos de orden público.

Pasados los apuros internacionales tras el fin de la II Guerra Mun-
dial y concluida la fase álgida de la represión, la jurisdicción militar siguió 
teniendo atribuciones no solo de seguridad sino sobre cualquier acto «con-
tra la armonía social»  1. Se fue consolidando una división de competencias 
entre una administración civil, que sancionaba los delitos más numerosos, 
y otra militar que castigaba los más graves. Su línea principal fue el Decre-
to sobre Bandidaje y Terrorismo de 1947, que sustituía la Ley de Seguri-
dad de 1943. Un modelo dual que se mantuvo en esencia toda la dictadura, 
modulando la intensidad en función de cada contexto. Pero, es importan-
te resaltarlo, la justicia militar mantuvo siempre la dirección del mismo, ya 
que los Capitanes Generales de cada Región Militar conservaron intacta su 
capacidad de valorar la gravedad de los hechos y, por tanto, de decidir a 
qué instancia judicial pasaban.

Entre 1948 y 1968 se trató de dotar de mayor apariencia de legalidad 
a este sistema dual, introduciendo cambios normativos. En 1948, se levan-
tó el estado de guerra que había estado vigente durante doce años. A estas 

1  Ley de 2 de marzo de 1943 que modificaba el Código de Justicia Militar.
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alturas, la mayor parte de los instrumentos del orden público estaban ya 
situados dentro de la esfera civil y en la densa red de poderes locales tra-
dicionalmente implicados en el control social. Un proceso de «normali-
zación» intensificado con sucesivas reducciones de la ley marcial en el 
control de orden público que, para los llamados delitos políticos, se cen-
tralizaba cada vez más en determinadas figuras militares. Así, a comien-
zos de 1958, el Coronel Eymar ocupaba el mando del Juzgado Especial 
«con jurisdicción en todo el territorio nacional para la tramitación de los 
procedimientos judiciales derivados de las actuaciones extremistas. Al 
año siguiente se aprobaba una Ley de Orden Público que derogaba la de 
1933, más de dos décadas en vigor. Desde entonces, los delitos menores 
contra «la unidad espiritual, nacional, política y social de España», pasa-
ban a las jurisdicciones especiales, aunque, hay que insistir, seguían sien-
do los capitanes generales de cada Región quienes valoraban a que instan-
cia pasaban.

Las duras medidas de orden público de los años sesenta, volvieron 
su mirada a esta bifurcación marcada desde finales de los años cuaren-
ta, como mostraba sobre todo el Decreto de Bandidaje y Terrorismo de 
1960  2. La jurisdicción militar siguió aplicándose en los delitos graves, 
mientras que los de propaganda subversiva y de asociación ilícita, que cre-
cieron extraordinariamente, fueron asignados a una jurisdicción especial 
directamente heredera del Tribunal Especial para la Represión de la Maso-
nería y el Comunismo: el Tribunal de Orden Público (TOP). Desde su 
creación en 1963, persiguió mediante procedimientos civiles las activida-
des políticas que no fueran consideradas terrorismo, ampliando considera-
blemente la participación de la administración civil en la represión  3. A par-
tir de 1967, y sobre todo en 1968 tras el asesinato del comisario Manzanas, 
jefe de policía de San Sebastián, se impuso la jurisdicción militar. El argu-
mento no variaba: «recientes acontecimientos han puesto de manifiesto 
tendencias y acciones encaminadas a atacar la seguridad de la Patria, por 

2  El Decreto sobre Bandidaje y Terrorismo, de 21 de septiembre de 1960, refundía la ley 
de seguridad de 1943, que seguía considerando delito de rebelión los llamados «actos de sub-
versión social», con la ley de 18 de abril de 1947, copia literal de la anterior de bandidaje y 
terrorismo. Se consideraban dentro del delito de rebelión militar,, por tanto, penados con el 
Código de Justicia Militar, «Los que por cualquier medio se unan, conspiren o tomen parte 
en reuniones, conferencias o manifestaciones con los mismos fines expresados en el número 
anterior. Podrán tener también tal carácter los plantes, huelgas, sabotajes y demás actos aná-
logos cuando persigan un fin político o causen graves trastornos al orden público».

3  Entre marzo 1963 y diciembre de 1976, en el que fueron encausadas al menos 50.000 
personas.
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lo que resulta urgente la adopción de las medidas jurídicas más adecuadas 
al restablecimiento de la paz social perturbada»  4.

Veinte años después de haber levantado el estado de guerra, se decre-
taba de nuevo el estado de excepción en todo el territorio nacional, con 
pleno restablecimiento de la jurisdicción militar. Entraba de nuevo en 
vigor, aunque solo parcialmente, la Ley de Bandidaje y Terrorismo. En los 
años siguientes se remodeló también el Código de Justicia Militar, introdu-
ciendo artículos como el 294 bis, «muerte de un funcionario público por 
razones políticas», y se aprobó una nueva Ley de Seguridad, la de noviem-
bre de 1971, que ampliaba notablemente las funciones de la policía guber-
nativa: la Brigada Político Social.

Estos fueron los instrumentos principales aplicados al final de la dic-
tadura, que el Gobierno de Arias Navarro retomó y reforzó. El Decre-
to 10/1975, de 26 de agosto, sobre prevención del terrorismo, sin salirse 
en lo esencial del formato militar y las jurisdicciones especiales, compilaba 
todas estas medidas en su versión más dura; retomaba el procedimiento de 
urgencia para la jurisdicción ordinaria y el sumarísimo para los consejos de 
guerra, favoreciendo el endurecimiento de las penas  5.

Aunque se trataba de la respuesta oficial al terrorismo, en especial al 
atentado de ETA de la calle del Correo, estas medidas se extendieron con-
tra toda la oposición política, desde ese momento declarada expresamente 
fuera de la ley. De hecho, tan solo unos meses después de presentarse las pla-
taformas conjuntas de oposición democrática, el Gobierno de Arias Navarro 
decidió recuperar significativamente la Ley de Responsabilidades Políticas 
de febrero de 1939, la misma que había declarado ilegales todas las asocia-
ciones del Frente Popular. En la huelga en Madrid, en diciembre de 1975, 
el gobierno de Arias Navarro culminó este proceso de clausura y cierre, lle-
gando a militarizar directamente los transportes públicos y los sectores ener-
géticos más importantes de la capital. El modelo de orden público utiliza-
do desde la posguerra estaba, ya por entonces, absolutamente desbordado.

Aunque fueran consideradas medidas circunstanciales y al tiempo se 
restableciera la legislación ordinaria, su aplicación constante a lo largo de 

4  «La Jurisdicción Militar será la competente para conocer de todos los delitos com-
prendidos en dicho Decreto, que serán juzgados por procedimiento sumarísimo, sin per-
juicio de las facultades de inhibición a favor de la Jurisdicción Ordinaria a que se refiere el 
artículo octavo del propio Decreto». Decreto-ley 9/1968, de 16 de agosto, sobre represión 
del bandidaje y terrorismo.

5  Aplicación del art. 294 bis, que contemplaba la pena de muerte para todos los culpa-
bles de asesinar a miembros de los cuerpos de seguridad.
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más de tres décadas hacía inviable cualquier medida liberalizadora o de 
apertura real. La jurisdicción militar, mucho más que el «estado de excep-
ción», constituyó la espina dorsal de una dictadura cuyos principios fun-
damentales nacían y se consagraban al militarismo. El Fuero de los Espa-
ñoles, aprobado en 1945, el mismo año que el nuevo Código de Justicia 
Militar, era su declaración programática más clara. El art. 35, utilizado en 
numerosas ocasiones desde finales de los años sesenta, mostraba el proce-
dimiento a seguir: por un Decreto-ley se permitía al Gobierno modificar 
las garantías básicas, entre ellas la que fijaba el tiempo de detención máxi-
ma en setenta y dos horas. El Decreto de agosto de 1975, por último, per-
mitía la entrada en un domicilio sin necesidad de mandamiento judicial. 
Estas fueron solo algunas de las principales medidas destinadas a erradicar 
el incremento de la oposición a la dictadura. Como se ha tratado de mos-
trar, el esquema de posguerra se reutilizó de forma invariable: jurisdicción 
militar, en combinación, sobre todo, con los «procedimientos especiales» de 
la Dirección General de Seguridad.
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